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Estructuras administrativas 
del proceso de 
valoraciones fiscales 
en USA* 

En el caso de impuestos sobre la 
propiedad, en Estados Unidos, 
normalmente son los gobiernos es­

tatales y los locales quienes los ad­
ministran. En la mayoría ele los estados, 
el impues to sobre bienes inmuebles 
residenciales se recauda y administra a 
ni\'el local, es decir, queda comprendi­
do en el ámbito de la ciudad o condado 
corresponcheme. Sin embargo, el Esta­
do impone c1cnas limitaciones a las 
autoridades locales. fijando \'alorcs 
ma:\imos de graYamen y coeficicmcs de 
\'alorac1ón fiscal. Asimismo suelen ten­
der a regular el proceso de \'aloración 
fiscal, y en algunos Estados, la citada \'a­
loración es ele competencia estatal. Hay 
otros estados en los que el impuesto 
sobre bienes inmuebles industriales los 
recauda el propio estado. Los impuestos 
sobre bienes inmuebles generalmeme 
se aplican sobre el valor de las mejoras 
y del suc io. No obstame, algunas juris­
dicciones han probado la imposición 
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tributana por separado del suelo y ele 
las mc.ioras, aplicando en cada caso di­
f crcntcs tipos de gravamen. Este docu­
mento exam ina con cieno detalle e l 
papel del Estado en la administración 
de impues tos sobre la prop iedad en 
cienos Estados específicos. La valora­
cion fiscal relativa al impuesto sob re 
bienes inmuebles la realiza indepen­
d1ememenle cada uno de los Estados, 
mun1c1pios y ciudades ele los Estados 
Umclos, en ve:: de efectuarla globalmen­
te el IRS para toda la nación. Dada la 
enorme cl1fcrcncia que existe, en cuanto 
a la citada valoración, entre los diversos 
Estados, resulta sumamente complejo y 
cl1f1cil darle información más concreta 
y especifica. 

Este clocumemo se centra en la políti­
ca de cambio relativa a las estructuras 
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administrativas del proceso de valora­
ción fiscal. Como administradores fisca­
les del Estado, tenemos que asesorar pc­
riócl icarne nte a nuestros funcionarios 
electos sobre cómo funciona el proceso 
de \'al oración fiscal en otras jurisdiccio­
nes. Una de las consideraciones inhe­
rcmcs a estas con\'ersaciones es, no so­
lamcmc qué es lo que existe en otros 
si tios, sino el porqué y cómo ha tomado 
una dirección determinada (la polnica 
de cambio). 

Las estructuras administrativas en el 
campo de la valoración fiscal y del im­
puesto sobre bienes inmuebles difieren ex­
traordmanameme entre los Estados y con­
dados examinados. Sin embargo, el unico 
clcmemo en comun es la tendencia hacia 
una mayor centralización en la función de 
valoración fiscal y en las competencias 
sobre dicha función, sin que ello suponga 
que la cemralización total, tal y como exis­
te en Maryland, sea la única respuesta 
correcta para mros Estados. Sin embargo, 
parece indicar que un cieno grado de cen­
tralización puede tener sus vemajas. 

Un elemento clave que debe conside­
rarse al analizar las estructuras admims­
lrall\'as y posibles cambios, es el objeti\'O 
ele preser\'ar la \iabilidad del impuesto 
sobre bienes m muebles corno fueme 
importante de ingresos para los gobier­
nos locales. La confianza y seguridad del 
comribuyeme en el sistema y proceso es 
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esencial. Con frecuencia, la estructura 
administrativa puede jugar un imponan­
te papel en el desarrollo o erosión de la 
confianza pública. 

La estruCLura administrativa de Ma­
rylancl, su marco estatutario y los resul­
tados de su sistema han demostrado ser 
satisfactorios durante los tiempos de 
crisis del impuesto sobre bienes inmue­
b les. Espero que esta in formación les 
sea de utilidad, al menos en parte, y les 
Jn\'llO a visitarnos y a ver por sí mismos. 

E structuras 
adn1inistrativas: 
La política de cainbio 

Una vez aceptado por todos que el 
impuesto sobre la propiedad es una 
fuente vital de ingresos para los gobier­
nos locales, debe prestarse la debida 
atención a la forma en que tal impuesto 
puede sobrevi,'ir mejor en caso de pre­
sión extrema y qué requerirá conseguir 
que este impuesto constituya una f uen­
te duradera ele ingresos en el futuro. 

En los términos más básicos, las dos 
caras de la moneda de los impuestos sobre 
la propiedad son las siguientes: el propio 
sistema, y la estructura administrauva. 
Normalmente, el sistema se define en tér­
minos de la frecuencia de revaloración fis­
cal, la propia base de revaloración que lo 
más normal es que se trate de alguna 
forma de valor de mercado, el porcentaje 
de \•alor de mercado para establecer dicha 
valoración fiscal, las clasificaciones, las 
exenciones, y varios otros elememos que 
pueden diferir sustancialmente de una 
jurisdicción a otra. 

La estructura administrativa es el caba­
llo de batalla de este documemo. Aunque 
a primera vista esta cara de la moneda pa­
rece menos importante, y, ciertamente, 
menos atractiva, juega un papel primor­
dial en la detenninación de la \'iabilidad 
del impuesto sobre la propiedad. Una vez 
más , la viabilidad del citado impuesto , 
como imponame fueme de ingresos que 
es, debe ser objeto de especial atención 
del experto fiscal correspondiente. La 

mejor estructura del impuesto sobre la 
propiedad es probable que fracase s1 no 
se apoya en una estructura administrativa 
efectiva y eficieme que cuente con el res­
paldo del com ribuyeme. 

Estructuras administrativas 

Al analizar las estructuras adminis­
trativas correspondientes al impuesto 
de la propiedad, deben establecerse 
unas cuantas premisas de partida. En 
primer lugar, tenemos que suponer que 
tal impuesto de la propiedad es esen­
cialmente una fuente de ingresos ele los 
gobiernos locales, no ele los gobiernos 
estatales o provinciales. En segundo lu­
gar, hemos de suponer que la gestión de 
la contab ilidad y recaudación del im­
puesto de la propiedad recae en los go­
biernos locales. Este es, en general, el 
caso en los Estados Unidos. 

Habida cuenta de que los ingresos 
son para los gobiernos locales y que la 
contabi lización y recaudación son com­
petencia ele dichos gobiernos locales, la 
s iguiente función consiste en examinar 
la estructura admi nistrativa del proceso 
de valoración fiscal o determinación del 
gravamen. Aquí es donde existe una di­
ferencia real y donde puede conseguir­
se también una verdadera diferencia en 
cuanto a efectividad y eficiencia. 

Al principio es importante resaltar un 
punto, y es que no existe una sola forma 
correcta de estructurar la administra­
ción ele la función de valoración fiscal. 
La estructura más apropiada para el 
condado de Columbia Británica o para 
el Estado de Marylancl puede ser total­
mente inadecuada para el Estado ele 
Massachusetts o para el Estado de Virgi­
nia. ¿Por qué? Simplemente por cues­
tión de política. 

Estructuras administrativas y 
políticas 

Las políticas del impuesto sobre la 
propiedad y, espec1ficamente, la estruc­
tura administrativa ele la función de 
valoración fiscal es un campo que mere­
ce un estudio considerable. Ob\'iamen-

te, el entorno polnico de cualquier ju­
risdicción es dinám ico y el impuesto 
sobre la propiedad se encuentra nor­
malmente en primera línea del debate 
político. 

De las principales fu entes de ingresos 
disponibles a nivel estatal ( provincial) y 
local (impuesto sobre ingresos, impues­
to sobre ventas, e impuesto sobre la 
propiedad) es e l impuesto sobre la pro­
piedad el que se ha denominado im­
puesto de «las bases populares». (Ha re­
cibido otros nombres, pero no procede 
repetirlos aquí). Históricamente, el im­
puesto sobre la propiedad ha estado li ­
gado a la provisión de servicios básicos, 
tales como protección contra incendios 
y servicio de policía y de educación. En 
la mayoría de los casos, el tipo de gra­
vamen del impuesto sobre la propiedad 
es establecido por los func ionarios elec­
tos del gobierno local como parte del 
proceso presupuestario anual. Esto co­
loca cada año este tipo impositivo como 
centro de atención del contribuyente. 

El otro íactor que mantiene e l im­
puesto sobre la propiedad en el ojo del 
huracán de la política es la notificación 
de revaloración fiscal. Si la función de 
elaboración de los tipos impositivos no 
llama la atención de los contribuyentes, 
puede apostarse con seguridad que las 
not ificaciones de revaloración fiscal sí 
lo harán. El escenario típico es aquél en 
que el Estado ordena una revaloración 
fiscal, para dar cumplimiento al manda­
to consti tucional de uniformidad de va­
loración. Las notificaciones de revalora­
ción fiscal son emitidas por el tasador 
local, quien se excusa diciendo que sólo 
hace lo que le ordena el Estado. Los 
funcionarios locales electos responden 
a las protestas ele los contribuyentes 
culpando al Estado de la subida de la 
revaloraci.ón fiscal y aprovechan para 
mantener el tipo ele gravamen del 
impuesto sobre la propiedad. 

El juego de «confundir al contribu­
yente» es con gran frecuencia el que más 
se practica en la cancha del impuesto 
sobre la propiedad. El contribuyente 



pregurna «¿Quién es el responsable del 
aumento de mi cuenla de impuesLos 
sobre la propiedad?». El fun cionario 
esLaLal elecLo se declara inocente po­
niendo como justificación el mandato 
constilucional de uniformidad y la ley 
esLatal que exige la revaloración fiscal 
periódica. Rápidamente señala que el 
impueslo sobre la propiedad es un in­
greso local y que el tipo impositivo local 
determina el nivel del impuesto. 

El funcionario electo local señala al 
funcionario electo estala! y se queja de 
que el gobierno local no quetia el aumen­
Lo de la valoración fiscal. El funcionario 
local mantiene que dado que el tipo 
impositivo permanece co nsLam e, es 
culpa del EsLado. Y así sigue el juego. 

El contribuyente, ya conf undiclo, se 
dirige al tasador local. «¿Para quién tra­
baja usLed?», pregurna. «Bueno, verá, yo 
trabajo para los comisarios del condado, 
pero también trabajo para la comisión 
tribuLaria esLatal. En realidad, me e ligen 
los volantes, así que podría decirse que 
Lengo Lres jefes». El contribuyeme queda 
cada vez más y más confundido. «Un 
momento, usted me ha enviado una 
notificación de revaloración fiscal, ¿no es 
así?»; «Correclo» , responde el asesor. 
«Bueno , ¿por qué me ha enviado esa 
notificación?» . Entonces, el asesor añade 
más confusión al contribuyenLe respon­
diendo: «Ve rá , e l Estado me ordenó 
hacerlo. Yo no quería hacerlo, pero no 
tenía oLra elección. No es culpa mía y no 
puede hacer nada al respecto. Sin embar­
go, si va a los comisarios del condado, tal 
vez puedan rebajarle el tipo imposiLivo». 

Un elemento clave para la administra­
ción efectiva de la valoración fiscal es 
definir claramente de quién es compe­
tencia el proceso de dicha valoración. 
Este establecimiento de competencias va 
más allá de la mera responsabilidad del 
nivel del Lasador. Requiere de la respon­
sabilidad política. El contribuyente debe 
saber qué funcionarios electos tienen 
competencia en el proceso de valoración 
fiscal y cuáles son responsables del nivel 
del impuesto sobre la propiedad. 

Las estrucLuras administrativas del 
proceso de valoración fiscal son función 
directa de la política del momento. Cuan­
do los políticos cambian y los vientos 
políticos soplan en otra dirección , las 
estructuras administrativas también 
resultan modificadas. A veces para mejor. 
Otras veces por el cambio en sí mismo. 

¿Por qué cambian' ¿Cuáles fueron al­
gunos de los factores que hicieron que 
Maryland cambiara a una estructura ad­
ministrativa totalmente centralizada 
cuando la mayoría de los oLros EsLados 
se han resistido al cambio? ¿Porqué 
Hawaii ha tomado la dirección contra­
ria? ¿Qué tipo de vientos soplan en 
otras jurisdicc iones? El cambio de 
Maryland, ¿ha hecho más efectiva y efi­
ciente la estrucLUra administrativa y ha 
dado lugar a una presión mayor o me­
nor en la esLructura del impuesto sobre 
propiedades? 

En primer lugar, echemos una breve 
ojead~ al cambio ele oLras jurisdicciones 
(algunas en las que ya ha tenido lugar el 
cambio y otras en las que parece posible 
su introducción). 

Hawaii, de una estructura 
centralizada a otra descentralizada 

Hawaii es un ejemplo de un cambio 
en la estruCLura administrativa contrario 
a la tendencia general. Es decir, desde 
que Hawaii se convirtió en Estado, la 
función ele valoración fiscal era Lota! res­
ponsabilidad del gobierno estatal. Todos 
los asesores eran 100% empleados esta­
tales y el Estado era claramente el res­
ponsable del proceso de valoración. 

En 1978, los volantes aprobaron una 
enmienda a la Constitución para la des­
centralización de la función de valora­
ción fiscal. En vigor a partir ele 1981, la 
responsabilidad de la valoración fiscal se 
traspasaba del gobierno estatal a cada 
uno de los cuatro gobiernos provinciales. 

Como ocurre con todo cambio, no 
existe una razón única que pueda iden­
tificarse fácilmente. Sin embargo, exis­
ten ciertas evidencias que sugieren que 
e l cambio se introdujo por el cambio en 

sí mismo. Los contribuyentes no esta­
ban satisfechos con las valoraciones fis­
ca les y exisLía la se nsación de que 
devolviendo el control a los gobiernos 
locales se conseguiría mejorar. 

Texas 

En Texas tuvo lugar un cambio esencial 
en la estructura administrativa en 1982, 
como consecuencia ele la legislación apro­
bada en 1979. Antes del cambio, cual­
quier gobierno local que tuviera autori­
dad para recaudar el impuesto sobre la 
propiedad , también tenía autoridad para 
efecLuar las correspondientes valoraciones 
fiscales. Por lo tanto, había tasadores pro­
vinciales, municipales y de clisuito esco­
lar, implicados todos ellos en la valoración 
fiscal ele la misma propiedad. En ese 
momento había más de 3.000 emiclacles 
diferemes de valoración fiscal. 

El cambio irnrocluciclo en 1982 fue 
significativo, ya que redujo el número 
de operaciones diferentes ele tasación 
de la cifra ele miles a solamente unos 
cientos. En Texas hay 254 condados o 
provincias, y ahora, cada uno de ellos 
representa únicamente una jurisdicción 
de tasación. El gobierno ele cada conda­
do nombra un consejo de administra­
ción, el cual, a su vez, contrata al tasa­
dor pericial jefe del condado. 

El papel del Estado en el proceso del 
impuesto sobre la p ropiedad también 
cambió, como consecuencia del cambio 
ele 1982. Antes de ese at1o, el Estado ape­
nas si participaba en la supervisión ele las 
valoraciones fiscales. La legislación esta­
bleció la junta Estatal del Impuesto sobre 
la Propiedad y le asignó la responsabili­
dad de realizar estudios ele coeficientes y 
de proporcionar fom1ación y ayuda a los 
tasadores periciales locales. 

¿A qué se debió la significativa rees­
LrucLuración de Texas a principios ele los 
años 80? Una vez más, se trató de una 
cuestión de política. A diferencia de otros 
Estados , en los que había una fuerte 
demanda de cambio por parte ele los 
votantes, Texas vio el cambio como resul­
tado de la persistencia ele un Lenaz legisla-
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dor del Estado. Este legislador creía firme­
mente que la estructura era mala y asumió 
la reestructuración como una campaña 
personal. Gradualmente consiguió apoyo 
político y se adoptó el cambio. 

Kentucky 

Este Estado es un ejemplo de cambio 
en el estilo y no en la esencia. En Ken­
tucky hay 120 condados, en los que el 
jefe de la oficina de valoración fiscal se 
llama «Administrador de Valuación Fis­
cal de la Propiedad» (PVA). Estas perso­
nas, aunque surgen de las elecciones se 
consideran funcionarios estatales. Desde 
l 940 ha habido una disputa en cuanto 
al estado de los PVA, como se llaman en 
Kentucky. La jurisprudencia ha estable­
cido que son funcionarios estatales, aun­
que el público, e incluso algunos de los 
propios PVA, creían que eran funciona­
rios ele los gobiernos locales. 

En 1988, se aprobó una legislación 
que dejaba claro que el jefe de cada una 
ele las 120 oficinas de tasación era un 
funcionario estatal. Ahora, hay una cla­
ra definición de responsabilidad con 
respecto a la función de tasación, al me­
nos en lo que se refiere al nivel del go­
bierno. La mayor parte de la financia­
ción de las oficinas de tasación locales 
proviene del Estado, y Ja legislación de 
1988 estipuló igualmente que el Depar­
tamento ele Estado ele Valoración Fiscal 
de la Propiedad aumentara su autoridad 
y responsabilidad para la realización y 
publicación de auditorías de calidad y 
ecuanimidad. 

Globalmente, parece que el Estado de 
Kentucky se ha movido discretamente 
en la dirección de la centralización de la 
estructura de valoración fiscal a nivel es­
tatal. Sigue habiendo cierta participa­
ción del gobierno local a través de fi­
nanciación parcial y, por supuesto, s igue 
eligiéndose a los tasadores. Esta es­
tructura supone un inte resante punto 
medio entre la casi completamente des­
centralizada estructura de Virginia Oeste 
y la estructura totalmente centralizada 
de Marylancl. Por supuesto, la mayor 

diferencia entre Kentucky y Maryland 
reside en e l método ele selección del 
tasador jefe. De nuevo, la polít ica parece 
jugar un papel fundamenta l en la deter­
minación de la naturaleza ele la estructu­
ra administrativa. 

Montana 

La actual estructura administrativa 
de Montana es muy similar a la de 
Maryland y resulta interesante en com­
paración con la ele Kentucky. 

En Montana hay 56 condados, cada 
uno de los cuales tiene un tasador elec­
to. Sin embargo, cada condad o uene 
también un tasador pericial jefe, respon­
sable de la valoración fiscal de todos los 
bienes inmuebles sujetos a imposición 
tributaria, formando parte este último 
ele la administración estatal. El tasador 
pericial y su personal auxi liar son sim i­
lares a los existentes en la estructura ele 
Maryland en cuanto a que trab3:jan di­
rectamente para Ja agencia estatal a car­
go del impuesto sobre la propiedad. 

Lo que resulta interesante en la es­
tructura de Montana es que existe una 
clara separación entre la oficina del ta­
sador y la oficina del tasador pericial. El 
tasador electo es responsable de la valo­
ración fiscal de la propiedad personal y 
de la preparación de la lista de contri­
buyentes por propiedades tanto inmo­
biliarias como personales. No obstante, 
el tasador debe utilizar los valores esti­
pulados por el tasador pericial de bie­
nes inmuebles del Estado. 

Montana o frece un buen ejemplo de 
una jurisdicción en la que se han intro­
ducido cambios en la estructura admi ­
nistrauva y se sigue hablando de que 
habrá más. Algunos funcionarios de go­
biernos locales de Montana creen que la 
estructura debe cambiarse de nuevo a la 
de total control local, mientras que otros 
piensan que debería eliminarse el puesto 
de tasador local y pasar todo el control al 
Estado. (Debe hacerse la observación de 
que el Estado de Montana está muy cerca 
del control total en lo que se refiere a Ja 
valoración fiscal de los bienes inmue-

bles). De acue rdo con un funcionario 
estatal, la razón de no eliminar los cargos 
electos es puramente pohtica. 

Virginia Oeste 

Se incluye aquí a Virginia Oeste, no 
por los recientes cambios introducidos 
en su estructura administrati\'a para el 
proceso de "aloración fiscal, sino por 
los cambios que no han sido introduci­
dos. Una vez más, la política ha jugado 
un importante papel en todo ello. 

En el estado de Virginia Oeste, los ta­
sadores son cargos por elección. EX!Ste un 
tasador por cada uno de los 55 condados 
y a nivel estatal existe una Comisión Tri­
butaria con una di,·isión ele impuesto 
sobre la propiedad. En 1982 el Tnbunal 
Supremo de Virginia Oeste adoptó dos 
decisiones diferentes que dieron lugar al 
requerimiento de actualización ele las 
valoraciones fiscales. Se celebró una 
sesión especial de la legislatura para tratar 
el problema y se aprobó una Enmienda 
Constitucional en no,1embre de 1982, en 
Ja que se estipulaba la revaloración fiscal 
en todo el Estado de todas las propiedades 
sujetas a imposición tributaria, revaloriza­
ción que deb1a finalizarse antes del 1 de 
abril de 1985. La enmienda estipulaba 
tamb1C~n que la re\'aloración fiscal no 
podna entrar en vigor sin la previa autori­
zación ele la legislatura. 

La revalo ración fiscal de Virginia 
Oeste se hizo con todo detalle . Se utiliza­
ron firmas privadas para desarrollar sis­
temas de representación, realizar Ja pro­
pia revaloración fisca l y desarrollar e 
instalar una red estatal de terminales in­
formáticos para efectuar valoraciones fis­
cales de f01ma automática. El trabajo se 
terminó perfectamente dentro de los pla­
zos previstos, gastándose en el proyecto 
bastante más de 35 millones de dólares. 

Hasta la fecha , la revaloración fiscal 
no ha entrado en vigor. Aunque la expe­
riencia de revaloración tiene más que 
ver con el propio sistema que con Ja es­
tructura administrati\'a, la experiencia 
de Virgima Oeste ilustra adecuadamen­
te cómo la política puede controlar la 
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dirección de cambio. En este caso, se 
desarrolló un excelente sistema auto­
mático de revaloración fiscal y se puso 
en servicio el soporte físico y lógico n e­
cesario para hacer el trabajo. Sin embar­
go, la legislatura denegó su autorización 
para implantar la revaloración fiscal , 
¿por qué? 

La no introducción de cambio alguno 
en Virginia parece responder a la re­
sistencia del contribuyente. Los f uncio­
narios estatales y los políticos estaban 
preparados para proceder con la revalo­
ración fiscal ordenada por los tribuna­
les; sin embargo, los votantes no quenan 
seguir adelante. Los fu ncionarios electos 
oyeron las protestas de los propietarios 
pidiendo que las cosas siguieran como 
estaban. No se percibia ninguna necesi­
dad de cambiar la forma en que se hacia 
la tasación (o en que no se hacía, como 
ocurría en Virginia Oeste) y los políticos 
LU\'ieron claro que no había que intro­
ducir cambio alguno en el status qua. 

La experiencia de 
Maryland 

Maryland tiene una estructura admi­
nistrativa que es algo único en los Esta­
dos Unidos (el p roceso de \'aloración 
fiscal está tmalmente centralizado a ni­

vel del Estado). La estructura adminis­
trativa de Maryland es bastante similar a 
la estructura del condado de Columbia 
Británica. De hecho, cabe resaltar las si­
militudes entre ambos: ambos se desa­
rrollaron simultáneamente en el tiem ­
po, sin que ninguna de ellas supiera los 
cambios que estaban teniendo lugar a 
más de 5.000 kilómetros de distancia. 

Maryland , unos cuantos hechos 

Maryland es un Estado relativamente 
pequeño, con sólo 26.400 km2 de super­
ficie. Su población, de unos 4,5 millones 
de habitames, está concentrada alrededor 
de Washington D.C., y de la ciudad más 
grande del Estado, Baltimore. Cuenta con 
24 condados y 154 municipios incorpo­
rados, cada uno de ellos con autoridad 

para recaudar el impuesto sobre la pro­
piedad. En Maryland hay aproximada­
mente 1,7 millones de parcelas. 

El gobierno provincial es fuene en 
Maryland , y los condados se apoyan en 
el impuesto sobre la propiedad para 
conseguir alrededor del 25 al 35% de 
sus presupuestos anuales corrientes. Las 
ciudades también se apoyan en gran me­
dida en el impuesto sobre la propiedad 
y, en much os casos, en mayor propor­
ción que los gobiernos provinciales. Sin 
embargo , Maryland ocupa un puesto 
entre los primeros en cuanto a volumen 
de ayuda estatal a los gobiernos locales. 
Esta ayuda se realiza en forma de sub­
venciones directas, cantidades bastante 
importantes para educación, incluyendo 
el coste básico de la constru cción de 
escuelas públicas y diversos programas 
de ayuda indirecta. 

La estructura de ingresos de Maiyland 
es diferente de la de otros muchos Es­
tados, porque hay un impuesto local por 
ingresos. El impuesto estatal por ingresos 
personales va asociado al impuesto fede­
ral por ingresos pe rsonales y el tipo 
impositivo estatal se mantiene casi uni­
forme en el 5% de los ingresos netos 
imponibles. Cada uno de los 24 conda­
dos tiene autoridad para aplicar un recar­
go local sobre el impuesto de la renta que 
puede oscilar entre el 20 y el 50% del 
impuesLO estatal. Todos los condados, 
excepto dos, tienen el tipo má>ámo del 
50%. Por ejemplo, si el contribuyente 
tiene que hacer frente a un impuesto esta­
tal de la rema de 1.000 dólares, también 
tendría que pagar al gobierno del conda­
do una cantidad adicional de 500 dóla­
res, que representaría el recargo local 
(50% del impone estatal). Obviamente, 
la existencia de este impuesto local sobre 
la renta ayuda a disminuir la carga en el 
impuesto sobre la propiedad. 

Todas las propiedades gravables de 
Maryland están sujetas a la misma esca­
la de gravamen dentro de los límites de 
su jurisdicción tributaria (los 24 conda­
dos y los 154 municipios). En el ámbi­
to provincial, los tipos impositivos efec-

ti vos oscilan entre menos del 0,5% y 
alrededor del 2.7% del valor justo de 
mercado. Los tipos de gravam en se 
ex presan en dó lares y cént imos por 
cada 100 dólares de valoración fiscal, y 
las valoraciones se determinan, wdas 
ellas, con arreglo a un mismo porcenta­
je sobre el valor justo de mercado (alre­
dedor del 42% con arreglo al estatuLO). 
Maryland utiliza el «valor justo de mer­
cado» estándar para determinar la \'alo­
ración fiscal, y todas las propiedades se 
someten a revaloración fiscal una vez 
cada tres años. Existen muy pocas clasi­
fi caciones, y las existentes se refieren a 
granjas o terrenos ab1enos. 

Maryland tiene los es tatutos ele 
exención habituales para propiedades 
religiosas, de caridad, educat ivas y 
gubernamentales. Los p ropie tarios no 
reciben un tratamiento de valoración 
favo rable, si bien el Estado financia un 
programa de «Cortocircuito» para pro­
pietarios de cualquier edad. Este pro­
grama gasta alrededor de 45 millones 
de dólares cada año para conceder cré­
ditos para impuesto sobre la propiedad 
a un número de hasta 85.000 propieta­
rios aproximadameme (alrededor del 
l 0% del total ele residencias de propie­
tarios ocupadas en el Estado), a los que 
se selecciona en base a criterios de ele­
gibilidad por ingresos. 

Estructura administrativa de 
Maryland 

En Marylancl existe una sola j urisdic­
ción de valoración fiscal: el Estado com­
pleto. La función de valoración fi scal es 
de la única responsabilidad del gobier­
no estatal y LOdos los empleados asocia­
dos con el proceso de valoración son 
empleados estatales. Este movim1emo 
hacia la total centralización se inició en 
1973 y se finalizó en 1975. 

El proceso de valoración fiscal está a 
cargo del Departamento de Valoración 
Fiscal e Imposición Tributaria. Además 
del personal de su oficina principal, el 
Departamento cuenta con una oficina 
de valoración fiscal situada en la sede 



pro\'incial de cada uno de los 2-t conda­
dos. Cada oficina está encabezada por el 
Supervisor de Valoración Fiscal, que es 
un puesto equivalente al de Tasador jefe 
de oLros Estados. El jefe de la oficina es 
nombrado por el Director del Departa­
mento con el asesoramiento del gobier­
no de cada condado. 

El Departamento de Valoración Fiscal 
e Imposición TribULaria se financia de 
los fondos generales del Estado. Aunque 
el DepanamenLO lleva a cabo diversas 
funciones además de las tasaciones de 
bienes inmuebles, la parte del presu­
puesto dedicada a la función de Lasación 
es de alrededor de 22 millones de dóla­
res anuales. El presupuesto es para los 
salarios )' complementos de aproxima­
damente 735 empicados, y para otros 
gastos operalivos, tales como alquileres. 
Es interesante observar que en muchos 
casos, las oficinas de valoración fiscal 
están situadas en el mismo edificio que 
los tribunales, aunque el gobierno del 
Estado paga rema por el espacio. 

La csLructura de dirección del Depar­
tamento es bastante Lípica, en el sentido 
de que hay un individuo encargado de 
toda la tasación para todo el Estado. Este 
puesto, denominado Super\'isor Estatal 
de Valoración Fiscal cuenta con cargos 
de Supervisores EstaLales Adjuntos para 
coordinar los procedimientos y prácticas 
de tasación en el ámbiLO regional. Es 
interesante observar aquí que el Departa­
mento no interviene en la función usual 
de igualación de la valoración fiscal. No 
obstante, se llevan a cabo estudios de 
calidad o coeficientes de la tasación, si 
bien son únicamente a efectos de control 
de calidad. Cuando el Estado hace la 
tasación real, no se necesita igualación. 

La po lítica de cambio en Maryland 

Son tres los factores que influyeron di­
rectamente en el cambio de 1973 a una 
estructura administrativa centralizada en 
la valoración fiscal de bienes inmuebles: 

• La tendencia en el ámbito estatal a 
proporcionar ayuda significativa, direc­
ta e indirecta, a los gobiernos locales. 

• La movilidad del contribuyente 
por el Estado, que demandaba la uni­
formidad de procedimientos. 

• Los crecientes valores de los bie­
nes inmuebles, que daban lugar a valo­
raciones fiscales cada vez mayores, con 
las consiguientes demandas de cambio­
cualquier cambio. 

Entre mediados y finales de los años 
60, Maryland expe rimentó un rápido 
crecimiento en términos de población y 
desarrollo. En esos momentos, los valo­
res de la propiedad empezaron a sufrir 
incrementos a un ritmo mucho mas rá­
pido que cualquier oLro observado has­
ta entonces. La mayor parte de este in­
cremento se centró alrededor del área 
metropolitana de Washington D.C. 
Hasta ese momento, las valoraciones 
fiscales no habían cambiado drástica­
mente de un año a otro, no constitu­
yendo por tanto un tema candente. 

Los tasadores eran empleados de los 
gobiernos provinciales. El Departamento 
Estatal de Valoración Fiscal e lmposicion 
Tribmaria realizaba las [unciones not111a­
les de supervisión de los niveles de valo­
ración y calidad, tratando de conseguir la 
uniformidad de las tasaciones (de acuer­
do con lo estipulado en la Constitución) 
elaborando y poniendo en circulación 
procedimientos normalizados de valora­
ción fiscal. Sin embargo, exisua una 
ausencia obvia de control y de autoridad 
para hacer cumplir lo estipulado. 

Ames de la centralización, los salarios 
de los tasadores se financiaban parcial­
mente por el Estado, que aportaba sim­
plemente una forma de ayuda estatal a 
los gobiernos locales. Existía un nivel 
normal de salario estatal para los tasado­
res y el Estado pagaba el 60% de esta 
cantidad a cada uno ele los 24 condados. 
Además de pagar el 40% restante del ni­
vel de salario estatal, los gobiernos loca­
les tenían autondad para añadir suple­
mentos al salario de los tasadores. El 
estado también pagaba algunos costes 
administrativos, pero la mayoría de ellos 
corrían por cuenta de los condados. 

Entre mediados )' finales de los 60 se 

produjo el crec1m1ento de Maryland. 
fundamentalmente como consecuencia 
de la expansión del gobierno federal )' 
sus programas e industrias asociados . 
Los precios inmobilimios se incrementa­
ron rápidamente por primera ,·e;:; la 
nueva construcción de \ixiendas umfa­
miliares se aceleró aunque no lo sufi­
ciente para satisfacer la creciente deman­
da; algunos gobiernos locales empezaron 
a sentir la presión de servicios adiciona­
les; )' el impuesto sobre la propiedad se 
convirtió en un tema candente. 

Las repercusiones políticas de la cre­
ciente presión sobre el impuesto sobre la 
propiedad dieron lugar a intemos legis­
lativos de cambio. Las tasaciones se in­
crementaban rápidamente debido a los 
cambios en el mercado, los tipos 1mpo­
siti\'OS sobre propiedades establecidos 
por los gobiernos locales (condados y 
ciudades) o aumentaban o quedaban 
congelados, y los propietarios empe::a­
ban a darse cuenta de que el impuesto 
sobre la propiedad se estaba convirtien­
do en una carga cada vez mayor. 

El calor político llegó a las zonas me­
tropolitanas. En otras partes del Estado, 
las valoraciones fiscales no eran un te­
ma candente, aunque representaban los 
costes asociados a los negocios para los 
gobiernos locales. Las típicas batallas 
entre el tasador local y el Departamento 
Estatal de Valoración Fiscal e lmposi­
Cion Tributana pcrsistio en estas areas, 
insistiendo el Estado en modelos uni­
formes y en la adecuada financiación 
del proceso de tasación. Muchas de las 
jurisdicciones menos ricas tU\'Ieron 
dificultades para financiar adecuada­
mente la oficina del tasador. En conse­
cuencia, la asunción por parte del Esta­
do de la función de tasación se veta por 
algunas jurisdicciones como un benefi­
cio económico directo. 

En resumen, el cambio que se produ­
jo en Maryland hacia una estructura 
LOtalmente centralizada para la adminis­
tración de la función de valoración fiscal 
de bienes inmuebles parece haberse 
debido a una combinación de factores: 
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• la necesidad de uniformidad de la 
financiación de la Lasación; 

• la necesidad de uniformidad de 
los proceclimicmos ele Lasación en todo 
el EsLado, y 

• el deseo de cambio desde el puma 
de visLa de que cualquier cambio debe­
ría ser mejor que la esrrucLUra existeme. 

la transició n 

En 1973 se aprobó una legislación 
para transferir la responsabilidad de la 
función de valoración fiscal al gobierno 
estatal. La transición se diseñó para un 
período por fases de tres años, convir­
tiendo a los jefes de las 24 oficinas de 
valoración fiscal (denominados Super­
visores ele Valoración Fiscal) en emple­
ados estatales el 1 de julio de l 973; los 
tasadores (tasadores pe1iciales) se con­
vinieron en empleados estaLales el l de 
julLo de l 974; y, finalmente , el 1 de julio 
de 1975, el resto de empleados de las 
ofiCJnas ele valoración fiscal pasaron a 
depender directamente del EsLado. 

La legislación estipulaba que en el 
momento del cambio ele los empleados 
del gobierno provmc1al al esLaLal, cada 
uno de ellos Lenia que elegir el sisLema 
de compensación que quería adoptar. Si 
se elegía conlinuar con el sistema de 
compensación provincial significaba 
que aunque el empleado en cuestión 
pasaba a depender totalmente del Esta­
do, ésLe lo compensana sobre la base 
del sistema provincial durante el resLo 
de su carrera. La elección del sistema de 
compensación cubría Lodos los elemen­
Los además del salario tales como re­
nuncia, retiro, seguros, etc. 

Hubo solamente unos cuantos con­
dados en las que los empleados eligieron 
seguir con el sistema ele compensación 
provincial, concreLamente los ele las 
zonas metropolitanas de \Vashington 
D.C. ) Balumore, en las que los salarios 
y complementos ele los sisLemas provin­
ciales eran mayores que los esLaLales. En 
el momento ele la Lransición, unos 800 
empleados estaban a cargo de la valora­
ción fiscal. Aproximadamente 100 de 

ellos eligieron seguir con los sistemas ele 
compensación de los gobiernos locales. 
Hoy en día (l 989), son menos de 40 los 
empleados que siguen en la nómina que 
recibe su salario y complementos de 
estructuras que no sean la estatal. 

Además de la compensación de los 
empicados, la legislación estipulaba que 
el Estado asumiría todos los costes de 
f uncionamiemo de la oficina de valora­
ción fiscal. En Lérminos prácLicos, esto 
supoma los cosLes de equipos, mobilia­
rio, espacio de oficina, suministros y pro­
ceso ele dalos. Todos estos costes se trans­
firieron al Estado el 1 de julio de 1975. 

La esencia de la transferencia resicl1a 
en la financiación. El Departamento Es­
tatal de Valoración Fiscal e Imposición 
Tributaria había sido constituido en 
1959 a partir de la anterior Comisión 
Estatal Tributaria, de forma que el mar­
co estructural ya estaba establecido. El 
Departamento ya contaba con personal 
de dirección en su puesto antes de 1973, 
con funciones y cometidos similares a 
los que tiene actualmente el personal de 
dirección asociado a la función de tasa­
ción de otros estados. Había un Supen·i­
sor Estatal de Valoración Fiscal directa­
mente responsable de las 24 oficinas de 
tasación )' directores regionales que 
supervisaban emre cuatro y seis oficinas. 

Durante el período de transición, no 
hubo cambios destacables en el f uncio­
nam iento de las oficinas de tasación 
locales ni en los procedimientos de va­
loración fiscal como consecuencia de la 
intervención del Estado. La oficina cen­
tral del Departamento se encontraba 
funcionando en un ambiente de crisis, 
debido a la adición ele una cantidad bas­
tante masiva de cometidos administrati­
vos asociados a la transición y un acon­
tecimiento no relacionado que gritaba 
desastre para el proceso de valoración 
fiscal (una decisión del tribunal que 
alteraba el ciclo de valoración fiscal). 

Tiempos de cris is 

Bastante antes de 1973, la ley de va­
loración fiscal ordenaba la revaloración 

anual. Sin embargo, en la práctica sólo 
se habían efectuado revaloraciones una 
vez cada tres años. Cada una de las 24 
oficinas efectuaba sus revalo rac iones 
sobre aproximadamente un tercio de las 
propiedades de su jurisdicción cada año 
y las nuevas valoraciones correspon­
dientes a esa tercera parte se incluían en 
las listas de valoración fiscal una vez fi­
nalizadas. Esos nuevos valores (y tasa­
ciones) permanecían inalterados duran­
te tres años. El problema era que la ley 
exigw la valoración fiscal anual y la prác­
tica di{cna notablemente. 

La ·misma petición del contribuyeme 
de uniformidad ele las valoraciones fis­
cales que dio lugar a la asunción del Es­
tado de la función de tasación dio tam­
bién como resultado una causa legal 
comra el DeparLamento en relación con 
la práctica de revaloraciones cada tres 
años. En 1973, el tribunal falló que la 
ley era clara en el sentido de que debía 
haber revaloración fiscal anual y que 
estaba claro que el Departamento no 
cumpha con la ley. El tribunal ordenó la 
realización de revaloraciones anuales. 
El personal de las 24 oficinas de valora­
ción fiscal estaba organizado para ma­
nejar un tercio de las propiedades, no el 
total de propiedades de cada jurisdic­
ción. El cambio inmediato a las valora­
ciones anuales supuso un ambiente de 
crisis en prácticamente todas las ofici­
nas. Nuevamente, esto ocurrió al mis­
mo tiempo que el Estado se hizo cargo 
del l 00% de la responsabilidad de la 
función ele tasación. La única solución 
era continuar la inspección física de al­
rededor de un tercio ele las cuentas y 
ajustar los dos tercios restantes de la 
valoración fiscal usando un índice. El 
resultado fue un incremento drástico 
del número de apelaciones a la valora­
ción fiscal , provocando una carga adi­
cional en un personal de valoración fis­
cal ya sobrecargado. 

La cns1s sólo acababa ele empezar. En 
l 9H, el Gobernador cambió mediante 
una Orden Ejecutiva la proporción pre­
tendida de valoración fiscal del 60% del 



\'alor de mercado al 50%. Esta orden se 
dio a principios de 1974 y era de apli­
cación a las valoraciones fiscales el 1 de 
julio de 1974. Por supuesto, todo ello 
suporna cambiar alrededor de 1,5 mi­
llones de valoraciones en el plazo de 
unos pocos meses. La regresión de las 
valoraciones fiscales ascendió al 17, 7%, 
provocando un decremento de la base 
imponible en todas las jurisdicciones. 

En muchos casos, los gobiernos loca­
les reaccionaron incrementando el tipo 
impositivo sobre la propiedad. Los pro­
pietarios que esperaban una disminu­
ción de sus cuentas de im puesto sobre 
la propiedad quedaro n insatisfechos, 
confundidos y frustrados. 

Hubo otra crisis que se produjo en 
1975, cuando se descubrió que una de 
las mayores jurisdicciones del Estado 
no había estado siguiendo la práctica ele 
revaloracion cada tres años, sin mencio­
nar la ley que requería la revaloración 
anual. Se descubrió que en la ciudad ele 
Baltimore las propiedades no hablan 
sido revaloradas apropiadamente du­
rante años. Se lanzó un programa masi­
\'O para revalorar todas las propiedades 
ele Bal ti more en 1975. Los tasadores de 
otras jurisdicciones fueron trasladados 
para hacer este trabajo. Se emitieron 
notificaciones que reflejaban las nuevas 
valoraciones fiscales y se presentaron 
tantas apelaciones que no se hizo n in­
guna valoración fiscal en 1976. 

La frase de «crisis en la oficina cen­
tral» sería la idónea para describir el 
ambiente en la d irección a mediados de 
los 70. El Director del Departamento se 
ret iró en 1973 con más de cua renta 
años de servicio, el nuevo Director mu­
rió en 1976 sin dejar ningún heredero 
aparente, y el Departamento siguió sin 
Director y sin sensacion de dirección 
durante varios meses. 

Cada año cambiaba la ley o se añadía 
algún nuevo programa estatutario diri­
gido a proporcionar exenciones de tasa­
ción/impuesto sobre la propiedad. En 
1975 se añadió un programa de corto­
circuito para propietarios de sese nta 

años o más. En 1977 se adoptó el Plan 
Florida, denominado «Tipo lmposilivo 
de Renta Unifo rme», diseñado para 
centrar la atención en el tipo impositivo 
sobre propiedades y dar a conocer a los 
propietarios que si no se pod1a reducir 
el tipo impositivo sobre propiedades 
supon ía un incremento oculto del im­
puesto correspondiente. 

Asimismo, en 1977, se aprobó una ley 
corno medida provisional (tres años de 
duración) para lim itar los incrementos en 
la valoración fiscal a un máximo del 15% 
en relación con el año precedente. En 
1978, la legislatura reaccionó ele nuevo 
con un cambio en la ley, estipulando que 
las propiedades residenciales ocupadas 
por sus propieta1ios seiían tasadas en el 
45% de su valor de mercado, mientras 
que el resto de propiedades senan tasadas 
al 50% de dicho valor. Una vez más entró 
en \'igor de forma inmediata una regre­
sión en la valoración fiscal. 

Como puede verse echando la vista 
atrás a principios y mediados de los 70, 
en Maryland el impuesto sobre la pro­
piedad y, en particular, la estructura 
administrativa de dicho impuesto, se 
enco nt raban en pleno torbe llino. Lo 
unico con lo que podia contarse era con 
el cambio. El cambio fue una respuesta 
política a la inquietud del contribuyen­
te y uno ele los primeros cambios con­
sistió en cambiar la estructura admin is­
trativa, centralizándola al 100% en el 
ámbito del estado. 

El camino hacia la recuperación 

La sesión legislativa de 1979 ele la 
Asamblea General de Maryland marcó el 
principio del fin ele la crisis del impuesto 
sobre la propiedad en Maryland. Ese 
año se cambió la ley, estableciendo un 
ciclo ele valoración fiscal de tres años. Se 
reti ró el componente político del coefi­
ciente de valoracio n fiscal estatutar ia, 
aportándose una fórmula en la ley que 
incluía un ajuste automático sobre las 
valoraciones porcentuales sobre el valor 
justo de mercado ele la propiedad. 

De forma resumida, la legislación ele 

1979 estipulaba que cada año clebena 
efectuarse la re\'aloración fiscal de la ter­
cera parte de las cuentas ele bienes in­
muebles de cada uno de los 24 conda­
dos. Cualquier incremento en el valor de 
mercado de la propiedad se introducina 
por fases a lo largo de los tres aii.os si­
guientes. La Ley especiJicaba los elemen­
tos que deb1an incluirse en la notifica­
ción de valoración fiscal, siendo el más 
importante una declaración clara del 
valor justo de mercado ele la propiedad. 

La ley no ha cambiado desde 1979. El 
proceso de \'aloración fiscal )' su marco 
estatutario se han estabilizado. La crisis 
administrativa de los años setenta ha 
sido sustituida por un ambiente de cal­
ma y de continua mejora. ¿Dónde está la 
diferencia? ¿Por qué hubo tanta \iolenc1a 
con el cambio en los 70 y tanta calma en 
los 80? ¿Cómo hizo funcionar el cambio 
la estructura administrativa a largo plazo 
y qué lecciones pueden aprenderse de la 
experiencia ele Marylancl? 

Re flexio nes sobre política y cambio 

Corno el impuesto sobre la propiedad 
es realmente un impuesto de «bases 
populares», está expuesto en gran medi­
da a la política de cambio. Los funciona­
rios electos, tanto en el ámbito local co­
mo estatal responden más rapida y 
drásticamente a las quejas sobre el im­
puesto de propiedad que en cualquier 
otra forma de imposición tributa1ia. 

El impuesto sobre la propiedad está 
expuesto al cambio por otra ra::on (con 
frecuencia conlleva confusiones sobre res­
ponsabilidades). El contribuyente se sien­
te conf und1do con respecto a quién es res­
ponsable en el ámbito del impuesto sobre 
la propiedad y ele la unifom1iclad ele la 
tasación, lo cual conduce a menudo a la 
frustración, y ésta a la petición de cambio. 

Maryland experimentó cambios sig­
nificativos porque los contribuyentes se 
sintieron confundidos y frustrados. La 
mayoría de los cambios representaban 
una respuesta polnica a las peticiones ele 
cambio del contribuyente/votante y mu­
chos de los cambios parecen haberse 
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introducido únicamente por esa razón, 
por el cambio en sí mismo. Sin embar­
go, y tal vez por accidente, los cambios 
demosLraron ser lo mejor que podría 
haber ocurrido en términos de obten­
ción de un ambiente estable y en calma 
para el impuesto sobre la propiedad. 

La esLructura adminisLrativa centrali­
zada del proceso de tasación de Mary­
land ha encontrado la prueba que debe 
aplicarse a cualquier programa (efecti­
vidad y eficiencia). Desde que se cam­
bió la estructura han pasado alrededor 
de quince años, pudiendo evaluarse cla­
ramente sus resultados. 

En el gobierno, las eficiencias pueden 
conseguirse de muchas maneras. Dema­
siado a menudo, el jefe del gobierno se 
ve forzado a centrar su aLención en los 
costes principales desde una perspectiva 
de supervivencia. El proceso político re­
quiere planificación y financiación a 
cono plazo. Los presupuestos se fijan 
normalmente anualmente y los funcio­
nanos elecLos suelen Lener dificultades 
para mirar más allá de los presupuesLos 
de un año. Por lo Lanto, la respuesta es 
un modelo de dirección que demande la 
realización del mismo trabajo con menos 
costes o con mayor eficiencia. 

El filo opuesto de la espada del jefe de 
gobierno es la efectividad. En este caso, 
los programas de gobierno atractivos 
consiguen el dinero. Los funcionarios 
electos están preparados y tienen la 
voluntad de financiar LoLalmente los pro­
gramas de servicio al personal para 
mejorar su efectividad; es decir, para 
conseguir tales servicios para la genLe. 
Raramente se puede encontrar una situa­
ción en la que ambos objetivos esLén 
enfocados (efecLividad y eficiencia). 

Con un cambio en la estructura ad­
m1msLraLiva del proceso de valoración 
fiscal pueden conseguirse resultados 
posnivos en ambas categorías. La cen­
tralización en el ámbito estatal de Mary­
land ha demostrado que pueden darse 
resultados positivos en efectividad y efi­
ciencia al mismo tiempo. Normalmen­
te, es razonable esperar en primer lugar 

un resultado positivo neto en eficiencia, 
como resultado de la eliminación de 
funciones de apoyo duplicadas. Así 
ocurrió en Maryland. Posteriormente 
viene la consecución del producto del 
trabajo de forma más efectiva, a medida 
que la organización se asienta en las 
actividades prácticas. 

La efectividad de la función de valo­
ración fiscal mejoró en Maryland a tra­
vés del cambio de la estructura adminis­
trativa. La centralización trajo consigo 
definiciones claras de responsabilidades 
y competencias. Los contribuyentes de 
Maryland entienden ahora cómo se rige 
el proceso de valoración fiscal en f un­
ción del valor de mercado de la propie­
dad. Al llegar a este punto, las valoracio­
nes fiscales se aceptan como tasaciones 
periciales y el debate se centra muy es­
pecialmente en el valor justo de merca­
do de la propiedad. Los contribuyentes 
entienden por qué se realizan las \'alora­
ciones fiscales y el tasador no se aver­
guenza de los incrementos en los 
impuestos de la propiedad. 

La ausencia de confusión y frustración 
en el contribuyente ha dado lugar a con­
Lar con más uempo para hacer un mejor 
trabajo. La calidad de cada una de las 
valoraciones fiscales ha mejorado desde 
que se introdujo el cambio en la estructu­
ra adminisLrativa y se ha conseguido una 
mejora significativa en la uniformidad de 
la tasación en todo el estado. 

Conclusión 
Las dos caras de la moneda del im­

puesto sobre la propiedad están sujetas 
a cambios. El propio sistema puede 
cambiar esLipulando valoraciones fisca­
les anuales o limitaciones en los tipos 
imposiLivos sobre la propiedad o estruc­
turas de clasificación. La ley estatal nor­
malmente rige la estructura del sistema 
y los cambios en el mismo suelen ser el 
resultado de las demandas en ese senti­
do del contribuyente. 

La otra cara de la moneda es la estruc­
tura adminisLrativa del impuesto sobre 

la propiedad y, específicamente, del pro­
ceso de valoración fiscal. Esto también 
está sujeto a cambios, aunque la expe­
riencia demuestra que tales cambios son 
menos frecuentes. Algunos estados y 
condados han cambiado la esLructura 
administrativa, mientras que otros están 
estudiando o esperando el cambio. 

Maryland representa una de las pocas 
jurisdicciones en las que se produjo un 
cambio drástico en la estructura admi­
nisLrativa de la función de valoración 
fiscal. En 1973, se cambió la ley, estipu­
lando que la función de valoración fis­
cal seria de la exclusiva competencia del 
gobierno del estado. Antes de 1973, los 
tasadores y el personal correspondiente 
eran nombrados por los funcionarios 
electos del gobierno provincial. A partir 
del cambio mencionado, unos y otros 
son empleados profesionales del estado, 
directamente responsables ame el De­
partamento de Valoración Fiscal e Im­
posición Tributaria de Maryland. 

El camb10 de la estructura adminis­
trativa de Maryland fue debido a la in­
quietud del contribuyente y a la reac­
ción políLica a esa inquietud. Aunque el 
cambio tuvo éxito en lo que se refiere a 
la mejora de efectividad y eficiencia de 
la función de valoración fiscal , parece 
que la razón para su introducción resi­
de en el cambio por el cambio. 

La estructura administrativa centraliza­
da de Maryland puede no ser la adecuada 
para otras jurisdicciones; sin embargo, de 
ella pueden exLraerse importantes ense­
ñanzas. Tal vez la lección más imponante 
sea que la centralización de la función de 
valoración fiscal conlleva un considerable 
enfoque en la responsabilidad, a la que va 
asociada el control. La combinación de 
responsabilidad y control dio un resulta­
do neLo positivo tamo en efectividad 
como eficiencia, cual debería ser el objeti­
vo de Lodo gobierno. • 

Gene L. Burner 
Director del Departamento 

de Valoración Fiscal e Imposición 
Tlibuta1ia del Estado de Ma1yland. USA 
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